

LA EMPRESA ASEGURADORA - EL CONTRATO DE SEGURO

Y LA LLAMADA RENOVACION AUTOMATICA DE POLIZAS



Por Mario E. Castro Sanmartino

       Carlos A.Schiavo





Sumario: I.- Introducción, Análisis del Caso; II.- El Asegurador sociedad profesionalmente organizada como empresa; III.- La celebración del contrato; IV.- Prorroga tácita y Renovación automática; V.- Los usos y costumbres mercantiles; VI.- Prestación del tomador: VII.- Conclusiones





I.- Introducción, Análisis del Caso



El caso resuelto por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la ciudad de Villa María en un prolijo y exhaustivo análisis de las pruebas colectadas en el proceso, concluye rechazando la demanda promovida por la aseguradora procurando el cobro de primas correspondientes a renovaciones automáticas de contratos de seguros anteriores. Debiéndose destacar que entre la prueba instrumental  agregada por la actora no pudo aportar una propuesta escrita suscripta por el proponente, ni cualquier otro tipo de prueba documental que permitiera tener por exteriorizada una voluntad de aquella persona que la accionante sindicaba como el tomador del seguro. Con diversos argumentos la quejosa actora se levanta contra el rechazo de la demanda por el Juez de grado, entre los que podemos destacar fundamentalmente:

Que los usos y costumbre del negocio asegurador determinan que casi nadie firma una propuesta de seguros

Que en el caso con anterioridad ya se habían efectuado renovaciones automáticas sin que mediara propuesta por escrito firmada por el oferente, no obstante lo cual las primas correspondientes fueron pagadas.

 Que el contrato de seguro se puede probar por cualquier medio de prueba por escrito y tal carácter tienen los registros contables de la propia aseguradora.

Que en caso también se verificaron varios siniestros vinculados a las pólizas cuyas primas se reclamaban. Siniestros que fueron pagados por el asegurador en virtud a la previa denuncia de los demandados



Frente al  planteo recursivo de la actora, en el desarrollo del resolutorio de la Cámara de Apelaciones se destacan diversas cuestiones trascendentes, entre las que cabe destacar fundamentalmente las siguientes:

Al asegurador como sociedad profesionalmente organizada como empresa, el Derecho  le impone cargas y obligaciones propias de esa organización haciendal.

Los sistemas y métodos de celebración contractual en la actividad aseguradora difieren del sistema general de manifestación común de voluntad

Cuales son realmente los usos y costumbres de la actividad aseguradora.

Es asimilable el régimen de prórrogas tácitas de contratos con la llamada renovación automáticas de pólizas

Cuando efectivamente nace la obligación del tomador a pagar la prima y desde cuando le es exigible



Ciertamente en este fallo que analizamos también se tratan temas que se vinculan con los antes señalados y  que no resultan de  menor importancia, tales como las diferencias entre la persona del tomador y el asegurado, las actuaciones institorias de las agencias y  las acciones de los derechohabientes del tomador y del asegurado y otras más, todas cuestiones que  en alguna medida iremos  señalando en los distintos acápites del presente.



Por último es dable destacar el carácter “paritario” de las relaciones comerciales de la actora como sociedad cooperativa y la demandada principal como sociedad anónima,  lo que permite soslayar toda posible de aplicación o interpretación por remisión a las disposiciones de la ley 24240 (defensa del consumidor)





II.- El Asegurador sociedad profesionalmente organizada como empresa



Es dable señalar que la actividad mercantil contemporánea exhibe una multiplicidad cada vez mayor de sistemas de contratación masivos y de predisposición normativa, como también una creciente y destacada actividad de contratantes que tienen una actuación profesional (�), que como tales se han organizado para emprender una actividad en procura de un objetivo interesado (�). 



Esta profesionalidad esta determinada por la habitualidad (�), organización administrada (�),  orden normativo interno, factor social de producción, procura de una retribución (utilidades) (�), permanente capacitación,  económica y financiera (�)  y permanente capacitación técnica 



Esta última característica de permanente capacitación técnica es tal vez una de las más importantes de esta profesionalidad mercantil,  pues la misma se constituye como una carga que impone a la empresa contar con medios técnicos actualizados, personal en número y con conocimientos suficientes, como así también la permanente asistencia de personas asesores y expertos. Se concluye entonces que en virtud a esta  carga  se le imponga a las empresas la máxima y  más estricta exigencia del “saber y actuar idóneo” del profesional mercantil  en la interpretación de sus actos comerciales.



Esta carga de los profesionales mercantiles en general,  también se verifica muy especialmente y con mayor rigor en la actividad de las empresas aseguradoras (�) acrecentada por otros deberes e imposiciones en virtud al particular complejo sistema técnico económico y financiero que le es propio (�) y que se trasuntan en un régimen especial de actuación y control estatal específico (ley 20091).



Resulta así  inexcusable que los aseguradores tengan y demuestren un actuar profesionalmente diligente, como así también una regular observancia de las normas técnicas, económica, financieras y reglamentos que legalmente les impone un ejercicio normal de la actividad (ley 20091).



Por lo tanto no resulta extraño que muchos de los fallos concordantes en tal sentido (�) refirmen estas cargas propias de la actividad profesional especializada de los aseguradores y que podemos resumir en la máxima “nemo auditur asecuratoris turpitedem allegans”





III.- La celebración del contrato 



El consentimiento que prestan las complejas estructuras de organización administrativa, se va elaborando a través de una sucesión de actos trascendentes, de instructivos previamente establecidos para la formación de la manifestación de voluntad contractual, mediante la pre-instrumentación de manuales administrativos y de organización (�). 



Aquellos actos que llamamos “trascendentes” porque se materializan e instrumentan en cumplimiento de regímenes normativos internos que tienen fundamental relación con lo establecido en el inciso 4 del artículo 218 del Código de Comercio, ya que la verdadera voluntad de las personas físicas que representan a una organización profesional está dada por esos antecedentes, por ese “etéreo” concepto empresario que Morandi llamaba “la organización haciendal” y entonces no se agota y concluye en un formal acto individual de aceptación o emisión de una oferta en un contrato de consumo, ni en las extensas y complejas negociaciones de un contrato de negocios paritarios. 



La experticia contable que la Cámara de Apelaciones de Villa María analizase tan detalladamente en el caso que comentamos, da cuenta de esa deficiente organización haciendal con la cual se presenta el asegurador ante los Estados Judiciales, exhibiendo diferencias entre los registros contables de la casa central y de su sucursal.



En esta materia nos cabe insistir con nuestra iterada propuesta en favor de aquellos informes periciales de auditoria contables, que resulta mucho más completos y útiles al conocimiento de los Jueces que   las simples recopilaciones de información registral contable (�). 



La actividad aseguradora tiene la particularidad de que el asegurador, como principal interesado en la celebración de muchos contratos, no es quien realiza ofertas para celebrar los mismos, sino que a través de sus productores y agentes efectúa “invitaciones a realizar ofertas”. Luego los asegurables son quienes emiten la oferta de contrato que el asegurador posteriormente decidirá si acepta o no.



El artículo 4 de la ley 17418 es una ratificación de lo dispuesto en los 1144  a 1156 del Código Civil en relación a que la propuesta de contrato de seguro no obliga ni al asegurado (�) ni al asegurador. El primero puede supeditar la misma al previo conocimiento de las condiciones del contrato y el segundo al conocimiento e inspección del riesgo que se le oferta asegurar. El proponente puede retractar su oferta sino ha sido aceptada y el asegurador puede retractar su aceptación si no la remitió al tomador (conf. arg. Art. 15 ley 17418) o que haya llegado a conocimiento del oferente (conf. arg Art. 1155 del C.C.)



De tal manera que el oferente deberá probar la aceptación para invocar derechos emergentes de la conclusión de contrato y por su parte el asegurador deberá demostrar que su aceptación fue remitida o llegó a conocimiento del oferente para acreditar la existencia del contrato de seguro.



Hasta aquí la ley de seguros no impone formalidades para este intercambio de oferta y aceptación no obstante existen diversas resoluciones y circulares de la Superintendencia de Seguros de la Nación que resultan imperativamente observables por los aseguradores bajo apercibimiento de serles aplicadas las sanciones previstas en la ley 20091. 



Es destacable las disposiciones de  la añosa circular 5 del 18 de Febrero de 1955 que establecía el uso obligatorio de la propuesta escrita firmada por el oferente como requisito previo e indispensable para la emisión de las pólizas, como de la imperiosa necesidad de contar con manifestación de voluntad expresa por escrito del tomador para renovar automática un contrato en iguales condiciones (�). También es de señalar la resolución 21600 que estableció que el inicio de la vigencia técnica del seguro quedaba supeditado al pago total o parcial del premio. También en materia de pago de premio las resoluciones 429/00 del Ministerio de Economía y 27627 de la Superintendencia de Seguros de la Nación y circular n° 4192 sobre el régimen de cobranza de premios.



No obstante que  todas ellas  perdieron vigencia no cabe discutir su validez conceptual y demostrativa del principio de corrección (�) y paradigma de todo aquello que debe ser considerado obligatorio por el buen hombre de negocios



Es observable el constante y celoso ejercicio de sus competencias por parte de la Superintendencia de Seguros de la Nación procurando establecer y mantener con validez y vigencia normativas concretas en favor de regularizar las formalidades en la celebración del contrato de seguro (�) como así también la obstinada resistencia en contrario del sistema asegurador para aceptar la imposición de formalidades administrativas para la celebración de contratos, sobre el uso de la propuesta escrita y firmada, que se establezcan hechos concretos para que quede claramente establecida le vigencia técnica inicial del seguro y la datación fehaciente de la fecha exacta en que se realiza el cumplimiento de la prestación a cargo del asegurador (pago de premio) (�).





IV.- Prorroga tácita y Renovación automática 



El art. 19  de la ley 17418 señala que la prórroga tácita prevista en el contrato, sólo es eficaz por el término máximo de un período de seguro, salvo en los seguros flotantes, estableciendo de tal manera:



La existencia de un contrato válido y vigente

Un contrato en el que conforme el tipo de riesgo al cual se refiere se señaló  una fecha de vigencia inicial y final

Que no se trate de un seguro flotante(�)

Que al tiempo de su celebración se hubiera pactado la prórroga del contrato a su vencimiento ( o al menos que el oferente hubiese adherido a esa condición predispuesta), la cual debería estar señalada en forma destacada en las condiciones particulares (el llamado “frente de póliza)

Que existiendo tal pacto de prórroga, el tomador no hubiese manifestado expresamente su voluntad de dar por concluido el contrato antes de su vencimiento

Que la cláusula de prórroga tácita esté exclusivamente limitada a una extensión de la vigencia contractual hasta un máximo de otro período de igual tiempo al inicialmente pactado en ese contrato.

Que se trata del mismo contrato cuya vigencia, próxima a fenecer, se estaría prorrogando.



El instituto de la prórroga (�) regulado en el mentado artículo 19 conjuntamente con la propuesta de prórroga a la que se refiere el art. 4 tiene como hemos visto se refiere al mismo contrato de seguro, con sus misma cláusula y condiciones, con igual prima prestación a cargo del tomador. En definitiva debe destacarse que la única estipulación que se modifica en el mismo contrato es la vigencia final del mismo que por aplicación del pacto primigenio se prorroga. 



Este sistema no requiere una nueva instrumentación contractual, pues se trata de mismo contrato y el asegurador solamente debe emitir la factura por las primas prestación del período prorrogado. La operación de prórroga debe asentarse en el libro registro de modificaciones de la rama que corresponda y no en el de emisión de pólizas (�)



En cambio “renovar” resulta concretamente “re”, “novar”(�) un aceptar la terminación de la vigencia contractual, dar por concluido al mismo y efectuar un nuevo contrato. No se podría expresar jurídicamente que estamos ante  una “novación”, ya que no se extinguen las obligaciones del anterior contrato por la vigencia de uno nuevo, pues el antecedente ha quedado sin efecto alguno por haber transcurrido el tiempo al que las partes sujetaron la vida del contrato, pero ciertamente la renovación de un contrato esta determinado por:

La existencia de un contrato que ya no está vigente

Que al tiempo de la celebración del contrato primigenio no se hubiera pactado expresamente la prórroga del contrato a su vencimiento (o al menos que el oferente hubiese adherido a esa condición predispuesta).

Que no obstante no  existir un pacto de prórroga, el tomador no hubiese manifestado expresamente su voluntad de dar por concluido el contrato antes de su vencimiento.

Que al tratase de un nuevo  contrato el asegurador se constituye en oferente del mismo, lo que entonces determina que se este frente a las mismas condiciones y prima prestación del anterior contrato.

Que por aplicación del art. 919 (y art. 4 ley 17418 por contrario sensu) no se puede presumir la aceptación de una renovación automática en el caso de silencio del tomador a la propuesta de renovación contractual, aún cuando dicha oferta se haga llegar y notifique fehacientemente al mismo. 



Ahora bien, de consuno suele ocurrir que el asegurador, sus agentes y productores asesores vinculados efectúan estas “renovaciones automáticas” si emitir ni hacer llegar al tomador propuesta de renovación alguna (�) esgrimiendo además de dudosas costumbre la finalidad de mantener la cartera de asegurados y evitar que éstos queden sin cobertura hasta que se logre obtener suscriba una nueva propuesta de seguro.



Cabe entonces analizar como se compatibilizan estas dos situaciones, la una “prórroga tácita” regulada normativamente en la ley 17418 y la otra “renovación automática” que pareciera de uso habitual en el mercado pero no establecida ni reglamentada. Es nuestra opinión que esta última operación “estaría prohibida” por la ley 17418 cuando establece en el artículo 158 que: “ Además de las normas que por su letra o naturaleza son total o parcialmente inmodificables, no se podrán variar…… y sólo se podrán modificar a favor del asegurado los artículos….19…Cuando las disposiciones de las pólizas se aparten de las normas legales derogables, no podrán formar parte de las condiciones generales…..”



Por lo cual nos cabe concluir que aquellos sistemas, cláusulas o condiciones en virtud a los cuales los aseguradores pretenden erigirse en acreedores con motivo de la llamada “renovación automática” son contrario a la ley 17418 por modificar en contra del tomador y asegurado  la norma imperativa del art. 19 de la misma. 



V.- Los usos y costumbres mercantiles



En toda la materia mercantil es imperioso para el interprete reconocer la importancia y trascendencia de la costumbre(�) y de esa actuación típica de los comerciantes  sine strepitu et figura iudicci. ex bono et aequo, solo veritate rei inspecta) (�), pero también se impone delimitar claramente el concepto de “usos y costumbres” como fuente de derecho.



Fundamentalmente quien invoca en su favor haber actuado ajustando su conducta a la costumbre debe acreditar que obra con la “buena fe creencia” (�) de estar obrando conforme a Derecho. La buena fe, que de consuno se dice debe ser presumida (por aplicación del principio procesal de pruebas dinámicas) requiere imperativamente que  necesariamente cuente con la prueba de que los hechos realizados se constituyen efectivamente como presupuestos de esa presunción.



Por su parte el concepto de “usos” no se puede vincular a un mero relevar estadístico, puesto que en Derecho nadie puede eximir su responsabilidad acreditando que los porcentajes de personas que realizan conductas legalmente reprobadas similares son ampliamente mayoritarios. Los usos son conductas habituales no prohibidas legalmente,  ni contrarias al ordenamiento jurídico, realizadas dentro del amplio marco de reserva del art. 19 de la Constitución Nacional y de la libertad, pero no pueden ser admisible se peticione derechos en virtud a  actos que no resulten regular ejercicio de un derecho propio o el cumplimiento de un obligación legal.



VI.- Prestaciones del tomador



La principal prestación del tomador es el pago de la prima (�), la cual es debida por el mismo desde que queda concluido el contrato de seguro, pero no le es exigible sino contra la entrega de la póliza y cuando no obstante haber realizado dicha dación se lo hace sin la percepción de la prima se presume la concesión de crédito para el pago



Previsiones legales a las que hay adicionar que el lugar ( y por interpretación jurisprudencial extensiva la forma y sistema) de pago se juzgará cambiado por una práctica distinta, establecida sin mora del tomador y que el asegurador no obstante la suspensión de cobertura por la mora en el pago de la prima, puede también rescindir el contrato con un plazo de denuncia de un mes.



De manera tal que:



La deuda por la prima nace desde que el contrato queda concluido

El tomador puede supeditar el pago a la entrega de la póliza

La misma entrega de la póliza sin cobrar prima alguna permite presumir concesión de crédito (�).

Que el lugar de pago establecido legalmente y como principio en el domicilio del asegurador, puede ser modificado “de hecho” por una práctica distinta, como puede ser el envío de cobrador al domicilio del tomador, o que el recibo del pago lo haga el productor asesor de seguros (art. 10 inc.1  g ley 22400).-

Que la mora de tomador además de producir la liberación del asegurador en caso de siniestro, permite a éste rescindir el contrato y perseguir el cobro de lo adeudado.



VII.- Conclusiones



No obstante que consideramos al concepto de la buena fe de muy dificultosa aprehensión y mucho más acorde al tráfico mercantil el uso de los vocablos “confianza” y expectativa, cabe explicar conceptualmente a que se referían los maestro del Derecho de Seguros cuando calificaban a este contrato de “uberrima bon fide”. Y el caso en análisis es un ejemplo de estas conductas superlativamente calificadas, significa el mayor y más diligente cuidado de los intereses de la contraparte contractual, preservándoles  como sin fueran los propios, lo que no puede ceder bajo argumentos infundados relativos al encarecimiento de los procedimientos administrativos y a la pérdida de agilidad en las negociaciones si se cumplieran todos y cada una de las formalidades establecidas.



� ver Turrin Daniel Mariano, Un ilustrativo fallo sobre las consecuencias del “status” de contratante profesional del Tribunal de Nimes Francia, Revista del Derecho  Comercial y de las Obligaciones, Ed. Depalma año 1990-B p. 799

� Anaya, Jaime Luis, Notas sobre la empresa, en revista Derecho Comercial, notas, fallos y doctrina, Editorial Educa, Buenos Aires, 1997, Tomo I notas, p. 21

� La organización es un medio para realizar una  actividad que genéticamente se estima constante y permanente.

� Es una característica de toda múltiple interrelación humana que cuando existe coincidencia en el conjunto hacia determinados objetivos se coordinen con determinado orden, estableciendo una organización de todos esos medios humanos y técnicos con sub-agrupaciones funcionales dirigidas y subordinadas mediante una forma de administrar todo ese complejo



� El emprendimiento procura la obtención de un resultado general retributivo

� En la etapa genética de la actividad profesional la capacidad económico financiera se constituye en un presupuesto  esencial y se manifiesta inicialmente en el aporte mínimo que se requiere para comenzar la acción, pero luego en la etapa funcional no sólo es una cualidad de la actividad sino que fundamentalmente se constituye en un deber y que no está determinada por una mera acumulación de activos, sino también por una racional previsión, ahorro y  máxima disminución  (tendiente a la eliminación) de los riesgos que afectan o se sabe afectarán  la actividad.

� “….Cabe concluir, por lo tanto, que la estrategia argüida por la asegurada denota un comportamiento contrario a la buena fe y que atenta contra el un social que cumple el contrato de seguro. Agrava esta conclusión el hecho de que es un comerciante profesional con alto grado de especialización y también es un colector de fondos destinados a cubrir los riesgos de sus clientes; ello le otorga superioridad sobre el actor y lo obliga a obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas (art 902 y 909 del CCiv.).Es así que la conducta esperable en la accionada no puede apreciarse con los parámetros exigibles a un lego, sino conforme al standard de responsabilidad agravada que el profesional titular de una hacienda especializada tiene frente al usuario (CCiv., art. 992 ; conf. C. Nac. Com., esta sala, 23/11/1995, "Giacchino, Jorge v. Machine & Man"; idem, 14/8/1997, "Maqueira, Néstor y o. v. Banco de Quilmes S.A."; 24/11/1999, "Molinari, Antonio F. v. Tarraubella Cía. Financiera S.A. [J 1]", ídem, 22/2/2000, entre otros)……..” C. Nac. Com., sala B, 24/10/2003 - Figalo de Ramos, Carmen I. v. Mercantil Andina Compañía de Seguros S.A.). Lexis Nº 70012120



“……..En efecto, es el asegurador quien debe confrontar la numerosa y compleja enunciación de las condiciones generales de la póliza, toda vez que la explotación técnica del ramo seguros, presupone que la empresa actúe con idoneidad, especialidad y conocimientos específicos, ya que está obligada a conducirse desde el inicio de la etapa preliminar del contrato, con diligencia y consideración a la otra parte, que es dable esperar de quien debe actuar de buena fe. No puede pretender por otra parte, una modificación sustancial cuando medió oferta y aceptación, y el contrato está perfeccionado………” (C. Nac. Com., sala A, 07/09/2001 - Química Medical Argentina S.A. v. Paraná S.A. Seguros). Lexis Nº 30000297

“…………….En el III Simposio para el tratamiento de temas vinculados con el seguro, que tuvo lugar en Perugia (Italia) en septiembre de 1969, se trató el problema jurídico de la naturaleza de la prestación del asegurador cuya relación estuvo a cargo de Sotgia, el cual la definió como una "prestación de empresa" que presupone una organización (técnico-aziendale, así la califica), de carácter profesional, sobre la cual se basa la posibilidad práctica y jurídica para el asegurador de hacer frente a las obligaciones (de indemnizar) nacidas de los contratos. Ello supone por un lado, la "mutualidad aseguradora", como dispositivo tendiente a soportar los riesgos a través de una gran reunión de contratos asumidos, y por otro, la existencia de un contrato de masa, a través del cual se logra la recolección de primas que permita posteriormente erogar las indemnizaciones a los damnificados…………”. Del voto del Dr. Juan Carlos Félix Morandi, en C. Nac. Com. en pleno, 29/11/1978 - Mussa de Gómez de la Vega, María H. v. La Defensa Cía. de Seguros). Lexis Nº 60000661

� Morandi, Juan Carlos Félix, La ley 20091 de los Aseguradores y su Control, RDCO t. p.1129

� No puede ignorar por su "profesionalidad" que el art. 18 ap. 2 ley 17418 (2) que consagra la potestad rescisoria, participa del contenido de las normas relativamente imperativas, que no son factibles de ser modificadas por acuerdo de partes, excepto que sea en sentido favorable al beneficiario -art. 158 inc. 3 LS. que la menciona específicamente entre otras- (Stiglitz, Rubén S., "Derecho de seguros" , ns. 385 y 386, ps. 548/549). C. Nac. Com., sala A, 24/03/2003 - Corso, Felipe v. BBVA Banco Francés y otro). JA 2003-III-784

La accionada se presenta como titular de una empresa operante en el mercado aseguratorio institucional. Es decir: constituye una de las máximas variantes posibles de responsabilidad derivada de la gestión de hacienda especializada en razón del objeto, según viene insistiendo esta sala en su actual integración (mis votos en "Posse, Héctor v. La República Compañía de Seguros S.A.", 17/7/1998; "Tambal, Sergio v. Suizo Argentina del Seguro S.A.", 29/9/1998; "Carollo, José A. v. Acuario Compañía de Seguros S.A.", 19/11/1998 [1], entre muchos otros). C. Nac. Com., sala B, 15/06/1999 - Botti, Andrés v. Suizo Argentina Compañía de Seguros S.A.). JA 2000-III-814.



� Zago, Jorge Alberto, Supervivencia del Contrato Clásico, en Revista Jurisprudencia Argentina, nro. 5911, 14/12/1994, p. 2

� - Cossio, Juan José y Cossio, Juan José (h), Auditoria de Estados Financieros, Ed. Su    Libro, Buenos Aires, 1997;- Fowler Newton, Enrique, Análisis de Estados Contables, Ed. La ley Buenos Aires, 2003;- Lattuca, Juan Antonio, Compendio de Auditoria,  Ed. El Ateneo, Buenos Aires, 2003;- Lazzati, Santiago, Conceptos Generales de Auditoria, Ed. Macchi, Buenos Aires, 1981;- Wainstein, Mario (coordinador) Auditoria Temas Seleccionados, Ed. Macchi, Buenos     Aires, 1999

� Cabe destacar la desadvertencia terminológica utilizada por este artículo 4 ya que la propuesta la efectúa el proponente, a lo sumo el tomador, pero nunca el asegurado personaje que sólo aparece habiéndose concluido el contrato y para que ello ocurra la propuesta ha debido ser aceptada.

� Aún cuando esta circular no se encuentre vigente es importante destacar la importancia que tiene su validez como uso y costumbre del mercado asegurador.

� Alexy Robert On Neccesary Relations Between Law and Morality en Rario Juris  vol. 2 nro. 2, 1989

� Con algunas excepciones la mayoría de las veces provenientes de otros estamentos de la Administración Central y no tanto de la Autárquica Entidad  de Control. Uno de estos casos ha sido el Decreto 855/94 Libéranse las restricciones establecidas en la ley 22400 Del 3 de junio de 1994 Publicado en el B. O. el 8 de junio de 1994 1. Las restricciones que respecto de la intermediación de seguros se establecen en la ley 22400, no son aplicables a aquellas operaciones de seguros que se ofrezcan al público en general y que se encuentren inscriptas en un registro especial que a tales efectos habilitará la Superintendencia de Seguros dentro de los sesenta (60) días posteriores al dictado del presente decreto. En igual plazo, este organismo dispondrá en qué ramas podrá operarse bajo la modalidad antes referida incluyendo las pautas generales que deberán reunir tales contratos para obtener su inscripción en el referido registro. 2. La Superintendencia de Seguros evaluará la factibilidad de establecer un régimen general que permita optimizar los actuales sistemas de percepción y liquidación de cobranzas de las entidades aseguradoras, y propondrá al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos las normas que estime correspondan para su instrumentación. 3. Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese

� Todas conductas muy opuestas a la aplicación de lo más modernos sistemas de contratación electrónica (ver la ponencia  Pavón Ester, Schiavo Carlos Alberto La contratación electrónica de seguros su posible implementación conforma la legislación argentina, en la XI Jornada Nacional de Derecho de Seguros Lomas de Zamora, 2004,  Piaggi Ana, Reflexiones sobre la Contratación Electrónica LL diario 4/2/1999; Lorenzetti Ricardo Comercio Electrónico, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2001, Noodt Taquela, María B El comercio electrónico en el Mercosur JA 2000-IV-1188; Ameal, Oscar J. (dir.) - Tanzi, Silvia Y. (coord.) Obligaciones Y Contratos En Los Albores Del Siglo XXI LexisNexis - Abeledo-Perrot

� Castro Sammartino, Mario - Garrone, José A Ley de Seguros, LexisNexis - Abeledo-Perrot 1998, El seguro flotante no es una especie de seguro sino una modalidad de contratación que se utiliza cuando se prevé sucesivas exposiciones al riesgo de distintos bienes fungibles e indeterminados sobre los cuales va a recaer un mismo interés asegurado y busca evitar la necesidad de efectuar contrataciones individuales para cada caso. Donati lo define como "el contrato de seguro con el que se cubre, por un tiempo determinado o no y hasta la concurrencia de una suma máxima o no, una pluralidad de intereses (o de personas) distintos, indeterminados en el número y en las características individuales, pero posteriormente determinables, por lo general futuros y variadamente distribuidos en el tiempo" (Donati, A., Il Contratto di Assicurazioni in Abbonamento. Assicurazioni, Primera Parte, 1935, pág. 1). La prima también queda indeterminada, y se establecerá en cada caso conforme una tarifa dada (Halperin, I. - Morandi, J.C.F., Seguros, Exposición Crítica de las Leyes 17418 y 20091, Depalma, Buenos Aires, 1983, T. I, pág. 83).El seguro flotante es un contrato único que recae sobre bienes fungibles e indeterminados (como son, por ejemplo, las mercaderías) cuya individualización se hace posterior y sucesivamente por el asegurado mediante la llamada "declaración de alimento".

� Prorrogar significa Continuar, dilatar, extender algo por un tiempo determinado.

� La denominación “emisión de pólizas” muy particular de argot asegurador y el cual es utilizado inclusive en las resoluciones de la Autoridad de Control, no es otra cosa que la “celebración contractual”. Realmente si los registro contables son en definitiva recopilación de información cuantificado monetariamente  de los diversos actos jurídicos que realiza el comerciante, resulta mucho más preciso y ajustado a la realidad que el libro registro se denominase Registro de Aceptación de Propuestas (Celebración Contratos)

� Renovar por su parte significa Remudar, poner de nuevo o reemplazar algo, Sustituir una cosa vieja, o que ya ha servido, por otra nueva de la misma clase

�  No hace muchos años, pero los suficientes para estar hablando de épocas anteriores a la computación, era un uso habitual que los aseguradores emitieran e hicieran llegar, con 30 días de anticipación, a los tomadores un aviso de vencimiento de contrato señalando en el mismo las nuevas condiciones y prima prestación para el nuevo contrato y requiriendo la suscripción de una copia de tal aviso de vencimiento manifestando así su voluntad de celebrar un nuevo contrato.

� “...Quedaron algunos sectores del Derecho fuera de esta magna y pujante empresa codificadora, como las prácticas administrativas, o incluso otros más reacios a adquirir forma codificada, como los usos mercantilesTau Anzoátegui, Victor, El poder de la costumbre, Instituto de Investigaciones de Historia del Derecho, Buenos Aires, 2000, p 22

�  Acevedo, Carlos Alberto, Ensayo Histórico Sobre la Legislación Comercial Argentina, Ed. Alsina, Buenos Aires, 1914, p.60 “....se desecha todo lo que huela a sutilezas y formalidades de derecho como transgresión de la norma estricta de proceder a estilo llano, verdad sabida y buena fe guardada...” Asimismo el autor recuerda el decreto del 12 de Abril de 1936 por el que Rozas instituye los jueces de mercado (en los de Plaza Lorea y Monserrat)

� Morandi, Juan Carlos Félix Il principio della buona fede nell'assicuraziones e nella riassicurazione, Revista Assicurazioni, Anno LIV Novembre-Dicembre 1987, fasc. 6)

� Halperin Isaac, Barbato Nicolás H. Seguros, Lexis Nexos Desalma, Buenos Aires, 2001, Castro Sanmartino, Mario E, Garrone José Ley de Seguros, ob. Cit., Stiglitz, Rubén JA 2000-III-818 



� Debe entenderse que por concesión de crédito se ha establecido un plazo para el pago. Pero como la ley no determina cual es este plazo, si el mismo no se encuentra establecido en la propuesta, ni en el recibo de póliza que suscribe el tomador, o se acredita una conducta antecedente de tomador en los términos del art. 218 inc. 4 del C de Com., debe entenderse indeterminado de manera que conforme el art. 619 del CC lo deberá fijar el juez.






